




ÍNDICE 
SECCIÓN I: CONDICIONES GENERALES ............................................................................................. 4 

CLÁUSULA 1. DEFINICIÓN ..................................................................................................................... 4 

CLÁUSULA 2. COBERTURA DE CIBERSEGURIDAD ............................................................................. 8 

CLÁUSULA 3. MODALIDAD DE COBERTURA ....................................................................................... 8 

CLÁUSULA 4. ALCANCE DE COBERTURA ........................................................................................... 9 

CLÁUSULA 5. EXCLUSIONES GENERALES ....................................................................................... 11 

CLÁUSULA 6. SERIE DE EVENTOS ..................................................................................................... 13 

CLÁUSULA 7. PROCEDIMIENTOS EN CASO DE SINIESTRO ............................................................ 13 

CLÁUSULA 8. OBLIGACIONES DE SEGURIDAD ................................................................................. 13 

CLÁUSULA 9. REFERENCIAS DE LEY................................................................................................. 14 

SECCIÓN II: CARÁTULA DE PÓLIZA / ENDOSO ................................................................................. 27 



SECCIÓN I: CONDICIONES GENERALES 

Condiciones generales de la cobertura adicional “Cobertura de CiberSeguridad”. PRELIMINAR 

A continuación, encontrará los términos y condiciones que definen el alcance de la cobertura adicional denominada 

“Cobertura de CiberSeguridad”. 

La Compañía, el Contratante y/o el Asegurado conviene que las presentes Condiciones Generales, la Póliza, y/o 

condiciones particulares, así como cualquier documentación adicional que se haya utilizado para la contratación de la 

presente cobertura, regirán el contrato del seguro celebrado y en todo lo no previsto, se aplicará la Ley sobre el Contrato 

de Seguro. Su contratación deberá de aparecer expresamente citado en la caratula de la póliza, sujeta a la suma 

asegurada que en ella se menciona. 

 

CLÁUSULA 1. DEFINICIÓN 

Asegurado. 
Persona física o moral cuya propuesta de seguro ha aceptado la Compañía en los términos de la presente Póliza, con 
base en los datos e informes proporcionados por aquella, quien tiene derecho a la reclamación de los servicios, pagos o 
beneficios de esta Póliza y la cual deberá aparecer identificada en la carátula de esta. 

 
Ataque de denegación de servicio. 
Es cualquier acto malicioso que cause la privación total o parcial, alteración o falta de disponibilidad de su sistema 
informático o de su red informática mediante un flujo entrante excesivo de solicitudes, incluyendo múltiples ataques. 

Autoridad de Control. Una autoridad legalmente establecida en los Estados Unidos Mexicanos y competente para 

supervisar el cumplimiento de alguna regulación específica en materia de protección de Información. 

 
Autoridad Responsable 

En el ámbito legal, es la autoridad que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue 

situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria. 

Carátula de la Póliza. 
Documento en que constan los derechos y obligaciones de las partes, las Coberturas amparadas por la Compañía, las 

particularidades que identifican al riesgo, las modificaciones que se produzcan durante la vigencia del seguro, así como 

los límites máximos de responsabilidad, Primas y datos del Contratante, entre otros. 

 
Contraseña Compleja. 
Se refiere a contraseña compuesta por 8 o más caracteres, consistente en una combinación de al menos tres de los 

siguientes (respetando las limitaciones del software subyacente): letras mayúsculas, minúsculas, símbolos especiales y 

números. El uso de palabras incluidas en diccionarios (por ejemplo, "contraseña"), caracteres consecutivos o caracteres 

repetidos (por ejemplo "1234", "1111", "abcde"), patrones de teclado (por ejemplo, "asdfgh") o el uso de información 

personal del empleado (por ejemplo, fechas de nacimiento, nombres de calles) como base para la creación de la 

contraseña deben ser evitados. 

 
Conmoción Civil 

Es un disturbio o alteración del orden público caracterizado por la violencia, tumultos y sedición, generalmente causada 

por un grupo de personas que actúan con un propósito común. 

 
Copia de Seguridad. 
Duplicado de los datos del usuario que debe ser adecuado para restaurar correctamente sus datos originales a la última 

configuración de trabajo antes del Evento Cibernético. 

Las Copias de seguridad deben almacenarse en un medio de almacenamiento o sistema informático que esté 

desconectado del sistema informático que contiene los datos originales para garantizar que sus datos originales y las 

Copias de seguridad no puedan verse afectados al mismo tiempo por un Evento Cibernético. 

Las soluciones de Copia de seguridad adecuadas pueden ser, por ejemplo: Copias de seguridad locales, Copias de 

seguridad en red o Copias de seguridad en la nube. 

 
Compañía. 
MAPFRE México, S.A., entidad emisora de esta póliza, en adelante se denominará “La Compañía” que en su condición 



de asegurador y mediante la obligación del Asegurado o Contratante al pago de la prima, asume la cobertura de los 

riesgos expresamente especificados, objeto de este contrato, de acuerdo con estas Condiciones Generales. 

 
Contratante. 
Persona física o moral cuya propuesta de seguro ha aceptado la Compañía en los términos de la presente Póliza, con 

base en los datos e informes proporcionados por aquella, quien tiene la obligación legal que se deriva de la Póliza. 

 
Daños punitivos 
Penalización económica, configurada como una sanción civil, que se impone al causante de un daño con carácter ejemplar, 
por haber incurrido en un comportamiento de mala fe que se suma a la indemnización real del daño causado. 

Datos Digitales. 
Cualquier información digital, independientemente del modo de uso o presentación (tales como texto, cifras, imágenes, 

videos o software). 

 
Datos Personales. 
Cualquier información relacionada con el Asegurado (persona física o moral identificada o identificable quien es el sujeto 

de los Datos Personales), que puede ser identificada, directa o indirectamente, con relación a otra información (tales 

como nombre, número de identificación, o uno o más factores relacionados con sus características fisiológicas, genéticas, 

psicológicas, económicas, culturales o sociales) tal y como se define en Ley General de Protección de datos Personales 

en Posesión de los Particulares. 

 
Directores y Administradores. 
Figuras clave en la gestión de una empresa, con responsabilidades distintas pero interconectadas, y ambos pueden ser 

responsables de las decisiones tomadas en nombre de la empresa. 

 
Disturbio 

Alteración que modifica el estado normal o pacífico de algo. 

 
Estado Autónomo. 

Entidad política con autonomía e independencia en la gestión de sus asuntos internos y externos. 

 
Endoso. 
Documento emitido por la Compañía mediante el cual se puede modificar, extender, aclarar, limitar y/o cancelar los 

términos originales de contratación y/o las coberturas básicas. 

 
Error Humano. 
Cualquier acto negligente u omisión cometido por el Asegurado o por su empleado durante la operación de su sistema 

informático. 

 
Evento Cibernético. 
Cualquier Incidente Cibernético, violación de seguridad de datos o Extorsión Cibernética. 

Experto Cibernético. 
Es aquella persona o entidad legal designado por o aprobado por La Compañía y/o por el proveedor de respuesta a 

incidentes (tales como perito forense, contador forense, abogado o asesor de relaciones públicas). 

 
Extorsión Cibernética. 
Cualquier amenaza creíble por un tercero para causar un acto malicioso generando un impacto en su sistema informático 

a menos que se pague un rescate. Se trata de ataques que inician antes de que el hacker se ponga en contacto con la 

víctima y que pueden terminar una vez que se ha efectuado la recompensa. 

 
Firewall 

Programa informático que controla el acceso de una computadora a la red y de elementos de la red a la computadora, por 
motivos de seguridad. 



Hardware. 
Los componentes físicos de cualquier sistema informático usados para almacenar, transmitir, procesar, leer, modificar o 

controlar datos, incluyendo los medios electrónicos. 

 
Huelga 

Interrupción colectiva de la actividad laboral por parte de los trabajadores con el fin de reivindicar ciertas condiciones. 
 

Incidente Cibernético. 
Es un acto informático doloso (incluyendo cualquier Ataque de denegación de servicio o robo de datos), malware (código 

informático maligno), Error Humano, o una sospecha razonable del mismo que tiene un impacto en sus sistemas 

informáticos. 

 
Información Confidencial. 
Cualquier tipo de información comercial sensible y/o secretos comerciales que no estén disponibles públicamente, esté 

marcada o no como “confidencial”. 

 
Infraestructura. 
Cualquier equipo de comunicación, aire acondicionado, instalaciones de abastecimiento de corriente, generadores 

independientes, unidades de inversión de frecuencia, transformadores u otras instalaciones utilizadas para mantener el 

funcionamiento de las instalaciones electrónicas que apoyan a los sistemas informáticos y datos. 

 
Internet. 
Es la red pública mundial de datos (llamada World Wide Web (www)) que permite la transmisión de datos. 

 
Malware (Código Maligno informático). 
Cualquier software o código no autorizado o ilegal (tales como virus informáticos, spyware, gusanos, troyanos, rootkits, 

ransomware, keyloggers, dialers, y software de seguridad fraudulento), diseñados para causar daño o para obtener 

acceso o interrumpir sistemas informáticos o redes informáticas. 

 
Medios Electrónicos. 
Son aquellos dispositivos de tecnología informática (tal como discos duros externos, CD-ROMs, DVD-ROM, cintas 

magnéticas, discos magnéticos, memorias USB) utilizados para grabar y almacenar datos. 

 
Medidas razonables 

Son las acciones prudentes y adecuadas que el asegurado debe adoptar para prevenir la ocurrencia de un siniestro o para 

reducir y minimizar sus consecuencias una vez ocurrido, utilizando los medios que estén a su alcance. En particular para 

esta cobertura, las medidas consistirán: 

 
- Copias de Seguridad recurrentes de archivos importantes 

- Desconectarse del WI-FI 

- Usar contraseñas complejas 

- Activar alertas de seguridad 

- Implementación de antivirus y firewalls 

- Medidas que la autoridad competente indique. 

 
Motín 

Movimiento desordenado de un grupo de gente que se subleva contra la autoridad constituida o el orden establecido. 

 
Operación Cibernética. 
Uso de un sistema informático por parte de o bajo la dirección o el control de un Estado Autónomo para: 

1. Interrumpir, negar el acceso a o, degradar la funcionalidad de un sistema informático, 
2. Copiar, eliminar, manipular, negar el acceso a o, destruir información en un sistema informático. 

El Asegurado y la Compañía tendrán en cuenta cualquier prueba disponible y objetivamente razonable para determinar 

la atribución de una Operación de este tipo a un Estado Autónomo. Esto puede incluir la atribución formal u oficial por 

parte del gobierno del Estado Autónomo en el que se encuentran físicamente los sistemas informáticos afectados o a 

aquellos que actúen bajo su dirección o control. 



Parche de Seguridad. 
Conjunto de cambios en un software, firmware o sus datos de soporte, diseñado para actualizarlo, arreglarlo o mejorarlo. 

Incluye las correcciones de vulnerabilidades de seguridad y otros errores que suelen proporcionar los proveedores de 

software para las actualizaciones de sistemas operativos y aplicaciones con el fin de mejorar la seguridad, la funcionalidad, 

la facilidad de uso o el rendimiento de un programa en el momento oportuno. 

 
Periodo de Espera. Es el periodo estipulado en las condiciones particulares que comienza con el descubrimiento de un 

Evento Cibernético que causa la interrupción parcial o total y culmina con la entrada en vigor de los efectos de la cobertura 

correspondiente. Es preciso señalar que durante el presente período las coberturas no producen sus efectos. 

Periodo de vigencia de la póliza. 
El periodo desde las 12:00:00 a.m. Tiempo del Centro en la Fecha de entrada en vigor, hasta las 11:59:59 p.m. Tiempo 

del Centro en la Fecha de vencimiento, o hasta la Fecha de cancelación, lo que ocurra primero. El Periodo de vigencia de 

la póliza, la Fecha de inicio y fin de vigencia se muestran en la Carátula de la póliza. 

 
Prima Total. 
Precio del seguro, que incluyen los impuestos y recargos repercutibles a El Asegurado. 

Prima Neta. 
Es el precio del seguro sin considerar gastos de expedición, impuestos o recargos repercutibles a El Asegurado. 

 
Ransomware 
Es un tipo de programa dañino que restringe el acceso a determinadas partes o archivos del sistema informático del 
Contratante y/o Asegurado. Normalmente se utiliza para la comisión de violaciones de seguridad y de esa manera llevar a 
cabo una extorsión cibernética. 

Red informática. 
Uno o más sistemas informáticos que están conectados o que pueden intercambiar datos. 

 
Rescate Cibernético. 
Cualquier valor monetario, bitcoins u otra moneda digital demandado por un tercero en el curso de una Extorsión 

Cibernética 

 
Revuelta 

Es un movimiento social que se opone a alguna figura de poder o a una cierta medida del gobierno y que suele tener un 

carácter violento. 

 
Robo Cibernético. 
Es cualquier acto informático doloso para copiar o extraer ilegalmente, información confidencial, datos o Datos Personales 

de sistemas informáticos. 

 
Serie de Incidentes Cibernéticos 

Los eventos que surjan de, basados en, atribuibles a o conectados de alguna manera a la misma causa o fuente original, 

serán considerados como un único evento y se entenderán cubiertos en la fecha del primer evento Asegurado de la serie. 

 
Sistemas Informáticos. 
Sistemas de tecnología de información y comunicación (tales como Hardware, Infraestructura, software, o Medios 

Electrónicos) usados para fines de creación, acceso, proceso, protección, monitoreo, recuperación, visualización o 

transmisión de datos. 

 
Sistemas integrados. 
Sistema informático que tiene una función específica y está integrado en un sistema mecánico o electrónico mayor. 

 
Siniestro. 
Es la realización de la eventualidad prevista en el contrato, cuyas consecuencias económicas están cubiertas por la Póliza 
de acuerdo con los límites de las Coberturas contratadas y pagadas. 

 
Solicitud. 
Documento a través del que el Contratante y/o Asegurado declaran los hechos importantes para la apreciación del riesgo 



por parte de la Compañía. 

 
Software. 
Cualquier programa digital estándar, personalizado o desarrollado individualmente, o una aplicación mantenida o 

procesada en un sistema informático, que comprende un conjunto de instrucciones, que una vez incorporadas a un medio 

legible por un Hardware, son capaces de hacer que un aparato con capacidad de procesar información indique, lleve a 

cabo o logre una determinada función, tarea o resultado. 

 
Tercero 

Toda aquella persona física o moral que no forme parte del contrato de seguro. Las personas citadas a continuación no 

se consideran como terceros: 

• Los empleados, trabajadores o cualquier persona que tengan una relación laboral con El 

Asegurado. Directa o indirectamente contratadas mediante empresas de contratación de 

servicios 

• Consejeros, directores, socios, administradores, gerentes u otras personas con función directiva, 

así como por sus cónyuges o por sus parientes. 

• El cónyuge, concubina, concubinario, padres, hijos, hermanos, padres políticos, hermanos 

políticos u otras parientes de El Asegurado. 

 
Tecnología Operativa (OT). 
Conjunto de Hardware y Software que puede afectar o influir en el funcionamiento seguro, protegido y fiable de un proceso 

industrial. Los entornos OT suelen supervisar procesos físicos como la fabricación, la energía, la medicina, la gestión de 

edificios y ecosistemas dentro de otras industrias. OT incluye, entre otros, ICS y SCADA. 

 
Terrorismo Cibernético. 
Cualquier acto de un individuo o grupo de individuos que mediante el uso de Sistemas Informáticos dañe, destruya, 

interrumpa o acceda a sus sistemas o redes informáticos, con objetivo religioso, ideológico o político, incluyendo, pero no 

limitado para influenciar a algún gobierno y/o provocar temor en la población o en una parte de esta. 

 

TECNICISMO 
 

ICS (Industrial Control System). 
Componentes de Hardware y Software de distintos tipos de sistemas de control y su instrumentación asociada utilizados 
para controlar procesos industriales. 

 
SCADA. 
Sistema Centralizado de Componentes de Software y Hardware que supervisa y controla los procesos industriales 
localmente o en ubicaciones remotas 

 

CLÁUSULA 2. COBERTURA DE CIBERSEGURIDAD 

La Compañía y el Asegurado han convenido la cobertura y la suma asegurada que aparecen en la Carátula de la Póliza 

de conformidad con la Solicitud, así como con los límites, términos, condiciones y exclusiones de esta Póliza, indicado en 

la Carátula de la Póliza, los alcances que se describen a continuación, en el entendido de que para que las coberturas 

descritas en esta sección resulten aplicables, en su caso, deberán aparecer como amparadas en la carátula de póliza. 

 

CLÁUSULA 3. MODALIDAD DE COBERTURA 
El evento asegurado debe ser descubierto por el Asegurado por primera vez y reportado a la Compañía, es decir, que a 

raíz de un Evento Cibernético cause la interrupción total o parcial. 



CLÁUSULA 4. ALCANCE DE COBERTURA. 

4.1 Protección Ciber 

En caso de aparecer como amparado en la Carátula de la Póliza, La Compañía indemnizará por la(s) cobertura(s) 
afectada(s) que se detalla(n) a continuación: 

 

Deducible 
El Deducible aplicable a la sección de Protección Ciber se mostrará en la caratula de póliza para cada evento o serie de 
eventos. 

 

4.1.1 Gastos de notificación 

En caso de aparecer como amparado en la Carátula de la Póliza, La Compañía indemnizará por los Gastos de 

Notificación, ocurridos y soportados por el Asegurado, para el aviso a la autoridad responsable que se presentó un 

Incidente Cibernético cubierto en la póliza. Como consecuencia el Asegurado está sufriendo una disminución de su 

rendimiento económico. 

Límite Máximo de Responsabilidad 

El límite máximo de responsabilidad de la Compañía, por uno y/o todos los Siniestros que ocurran durante la Vigencia del 

Seguro, es la Suma Asegurada establecida en la Carátula de la Póliza como Límite único y combinado para la cobertura 

amparada en la presente Póliza. 

 

4.1.2 Protección de la reputación 

En caso de aparecer como amparado en la Carátula de la Póliza, la Compañía indemnizará por los costos de protección 

de la reputación, ocurridas y soportadas por el Asegurado, para prevenir o mitigar los efectos de una publicidad negativa 

que razonablemente pudiera surgir derivado de un Incidente Cibernético. Como consecuencia el Asegurado está 

sufriendo una disminución de su rendimiento económico. 

Límite Máximo de Responsabilidad 
El límite máximo de responsabilidad de la Compañía, por uno y/o todos los Siniestros que ocurran durante la Vigencia del 

Seguro, es la Suma Asegurada establecida en la Carátula de la Póliza como Límite único y combinado para la cobertura 

amparada en la presente Póliza. 

 

4.1.3 Interrupción de Negocio 

En caso de aparecer como amparado en la Carátula de la Póliza, la Compañía indemnizará por las Pérdidas por 

Interrupción de Negocios, en exceso del Deducible, ocurridas y soportadas por el Asegurado, como consecuencia de la 

falta de disponibilidad total o parcial o degradación del servicio del Sistema Informático del Asegurado o Datos guardados 

o procesados en su sistema informático causado por un Incidente Cibernético cubierto por la póliza. Como consecuencia 

el Asegurado está sufriendo una disminución de su rendimiento económico. 

El período de espera aplicable a esta cobertura será de doce (12) horas continuas, contadas a partir del momento en que 

se descubra el Evento Cibernético. 

Límite Máximo de Responsabilidad 
La cantidad máxima que pagará la Compañía, derivada del pago de Interrupción de Negocio, será la indicada en la 

Carátula de la Póliza, misma que será parte de, y no en adición a la Suma Asegurada. 

 

4.1.4 Multas Administrativas 

En caso de aparecer como amparada en la Carátula de la Póliza, la Compañía indemnizará por cualesquiera multas y/o 

sanciones asegurables impuestas por la Autoridad de Control a consecuencia por un Incidente Cibernético cubierto por 

la Póliza derivado a una falla o violación del Sistema de Seguridad Informático para prevenir una Violación de Seguridad 

de Datos. 

Límite Máximo de Responsabilidad 
La cantidad máxima que pagará la Compañía, derivada del pago de Multas, será la indicada en la Carátula de la Póliza, 

misma que será parte de, y no en adición a la Suma Asegurada. 



4.2 Respuesta a incidencia 

En caso de aparecer como amparada en la Carátula de la Póliza, La Compañía, previa Solicitud por parte del Asegurado 
y en caso de contar con un posible Incidente Cibernético, pondrá a su disposición algunos servicios de asistencia. Cuando 
se requiera un servicio de asistencia los servicios estarán disponibles por diferentes medios de comunicación con el 
asegurado. 4.2.1 Servicios de prevención, 4.2.2 Servicios de intervención y 4.2.3.- Servicios de Restauración. 

Los estados Michoacán, Guerrero, Sinaloa, Oaxaca, Coahuila, Colima y Tamaulipas que están 
inhabilitados para la asistencia presencial. 

La Compañía prestará los servicios solicitados de acuerdo con lo siguiente: 

 

4.2.1 Servicios de prevención 

La Compañía pondrá a disposición del Asegurado durante la vigencia de la póliza algunos servicios de prevención a sus 
equipos, para de esta manera mitigar posibles incidentes cibernéticos en el futuro. Los cuales se mencionan a continuación: 

 

Asistencia Máximo de Servicios 
a)  Asistencia Tecnológica ante incidentes de seguridad 

Comprende la resolución de incidencias de seguridad, mejora en el uso de 
dispositivos tecnológicos, en seguridad, administración y configuración de 
los sistemas protegiéndolos ante amenazas. El servicio de soporte 
informático permite dar soporte a los USUARIOS desde el Centro de 
Soporte Técnico, a través de chat, control remoto, teléfono, correo 
electrónico, formularios web para resolver incidentes de seguridad. 

 
 

 
Ilimitado 

b) Análisis de Vulnerabilidades 
Permite analizar, detectar, evaluar vulnerabilidades de seguridad en la red 
y en los dispositivos conectados, proporcionando una imagen completa de 
la red y ayudando a mantener la seguridad en tiempo real. 

 
 

Limitado a 2 análisis por vigencia 

c) Análisis de Ciber-riesgo WEB 
Servicio de verificación pasivo de la web del cliente, mediante un análisis de 
vulnerabilidades comunes y ataques a los cuales ha sido expuesto el 
entorno. 

 

 
Limitado a 2 análisis por 

vigencia. 

d) Gestión de la huella digital 
Se realizará una búsqueda avanzada sobre la presencia del cliente en 
Internet, generando un informe detallado con la información encontrada, 
para que decida qué hacer con la información recopilada. 

 
Limitado a 10 búsquedas por 

vigencia 

e) Recuperación de cuentas hackeadas 
Con este servicio, ante un eventual hackeo de las cuentas de redes 
sociales del usuario, se llevarán a cabo las gestiones oportunas para 
devolver el control de las cuentas a los mismos o en su defecto proceder a 
eliminarlas si así se requiere. 

 
Limitado a 10 recuperaciones por 

vigencia 

 

4.2.2 Servicios de intervención 

En caso de ocurrir un Incidente Cibernético, la asistencia incluirá una serie de servicios que actuarán en primera instancia 
con el Asegurado, que se desglosan a continuación: 

 

Asistencia Máximo de Servicios 

a)  Servicio de Investigación: Intervención de un proveedor de respuesta 
a incidente determinado por La Compañía para investigar y establecer 
la causa del Incidente Cibernético. 

Servicio de Contención: Intervención del proveedor de respuesta a 

incidente determinado por La Compañía para contener el Incidente 

Cibernético y, en caso de ser necesario, eliminar componentes de 

 



este (como eliminar Malware o desactivar cuentas de usuarios 

comprometidos). 

 
Posteriormente el proveedor elaborará un informe detallado sobre los 
hallazgos durante los Servicios de investigación y contención para su 
entrega  al  Asegurado,  incluyendo,  cuando  menos:  a)  causas,  b) 
consecuencias y, c) recomendaciones razonables al Contratante y/o 
Asegurado sobre cómo reforzar la resiliencia de su Sistema informático. 

 
 

Ilimitado 

Extorsión cibernética 

b) Asesorar sobre la manera de proceder frente a la Extorsión 
Cibernética, sin que ello implique asesoramiento sobre toma de 
decisiones en cuanto al pago o no de un rescate. 

c) Investigación y análisis del caso. 
d) Determinación de la gravedad de la situación. 
e) Asesoría para desconectar los Sistemas Informáticos o parte de 

ellos. 

 
 
 
 

 
Ilimitado 

4.2.3.- Servicios de Restauración 

En caso de aparecer amparada en la Carátula de la Póliza y que el Asegurado haya sufrido una Extorsión Cibernética o 
requiera Restauración de Datos, La Compañía podrá a su disposición algunos servicios para apoyo al Asegurado, como 
son: 

 

Asistencia Máximo de Servicios 

Restauración de Datos 

En caso de haber ocurrido un Incidente Cibernético, la Compañía pondrá a 
disposición del Asegurado la realización de acciones para lograr la 
Restauración de Datos. Que consistirán en: 

 

• Evaluación de la perdida de datos y estado del dispositivo. 

• Realizar la restauración de datos haciendo uso de las copias de 
seguridad que periódicamente haya realizado el Asegurado. 

Este servicio no implica investigación o desarrollo de datos y/o software que 
no puedan ser restaurados. 

 
 
 
 

 
Ilimitado 

 

CLÁUSULA 5. EXCLUSIONES GENERALES: 
 

En ningún caso, la Compañía será responsable de: 
1. Eventos asegurados o circunstancias que podrían derivar en un Evento Cibernético, que 

son del conocimiento del Asegurado o que hayan sido de su conocimiento, ocurridos 
antes del inicio de la póliza; 

2. Fallo, interrupción, deterioro o corte de la Infraestructura o servicios relacionados de los 

siguientes proveedores externos que no estén bajo su control: telecomunicaciones, 

servicios de Internet, satélite, cable, electricidad, gas, agua u otros proveedores de 

servicios públicos. 

3. Terrorismo. 

4. Huelga, motín, revuelta, disturbio o conmoción civil; 

5. Guerra, cual se entiende como conflicto bélico que implique fuerza física: 

a. por parte de un Estado Autónomo contra otro Estado Autónomo 

b. como parte de una guerra civil, rebelión, revolución, insurrección, acción militar o 

usurpación de poder guerra sea declarada o no. 



6. Descarga, dispersión, vertido, migración, fuga o escape de sustancias peligrosas, 

contaminantes o polucionadoras; 

7. Embargo, confiscación, incautación, destrucción o daño a su sistema informático como 

consecuencia de cualquier acción, requerimiento u orden de una autoridad competente; 

8. Uso de Software ilegal o sin licencia; 

9. Falla, defecto, error u omisión en el diseño, la planificación, la especificación, el material 

o la mano de obra en la configuración inicial de sus Sistemas Informáticos de tal manera 

que resulten mal dimensionados para el uso previsto; 

10. Comportamiento doloso, o mal intencionado, o fraude, cometido por los Directores y 

Administradores ya sea por acción u omisión; 

11. Pérdida de o destrucción de propiedad tangible y cualquier daño consecuencial, 

incluyendo la pérdida de uso de la propiedad tangible; 

12. Cuando una sanción, prohibición o restricción reguladora impuesta por un organismo 

regulador o por una autoridad legalmente constituida según la cual dicho organismo 

regulador o una autoridad legalmente constituida o la ley prohíban a la Compañía de 

indemnizar, asegurar y/o beneficiar al Asegurado; siempre que el país que imponga la 

sanción, prohibición o restricción tenga celebrado con México un tratado internacional 

relativo a los puntos señalados en la presente exclusión; 

13. Si el Asegurado no adoptó medidas razonables para cooperar con o prevenir la 

imposición de una orden, instrucción o directriz por parte de la autoridad competente que 

surja directa o de un Evento Cibernético; 

14. Multas, daños punitivos o penalidades de cualquier naturaleza con excepción de multas 

administrativas; 

15. Pérdidas financieras o comerciales debido a la incapacidad para comercializar, invertir, 

comprar, vender o transferir un título valor o cualquier activo financiero de cualquier tipo; 

16. Tiempo de paralización planeada, cortes planeados o períodos de inactividad de Sistemas 

Informáticos o de partes de Sistemas Informáticos; 

17. Cualquier omisión del Asegurado en el pago, renovación o extensión de licencias, 

contratos, arriendos u órdenes a los proveedores de bienes y servicios; 

18. Robo, violación, revelación o infracción de cualquier propiedad intelectual (como 

patentes, derechos de marca, derechos de autor); 

19. Pagos ex gratia, discrecionales o pagos comerciales a un tercero incluyendo descuentos, 

rebajas, reducciones de precio, cupones, premios, distinciones u otro tipo de incentivos, 

contractuales o no contractuales, promociones o alicientes; 

20. Error o negligencia en retirar datos de una página de Internet controlada por el Asegurado 

sobre la cual se haya recibido una queja o notificación por parte de un tercero; 

21. Cualquier costo de mejoras del sistema informático o datos más allá de las condiciones 

antes del Evento Cibernético, salvo que sea inevitable; 

22. Negligencia en la asesoría, diseño, especificación, formulación o cualquier otro 

incumplimiento de las obligaciones profesionales; 

23. Pérdida o deterioro de monedas de marca, digitales o virtuales. 
24. Operaciones Cibernéticas las cuales siempre serán excluidas. 



CLÁUSULA 6. SERIE DE EVENTOS 

Los eventos asegurados que surjan de, basados en, atribuibles a, o conectados de alguna manera a la misma causa o 

fuente original, serán considerados como un único evento asegurado y se entenderán cubiertos en la fecha del primer 

evento asegurado de la serie incluyendo la aplicación de los deducibles y límites de responsabilidad aplicables en tal 

fecha. En caso de que el primer evento asegurado de la serie ha sido descubierto antes del 

inicio de la vigencia de la póliza, la serie entera de eventos asegurados no será cubierta bajo 

la póliza. 

 

CLÁUSULA 7. PROCEDIMIENTOS EN CASO DE SINIESTRO 

7.1 AVISO DE SINIESTRO 

Al ocurrir algún Siniestro que pudiera dar lugar a indemnización conforme a esta cobertura, el Asegurado tendrá la 

obligación de comunicarlo vía telefónica a la brevedad posible y ratificarlo por escrito a La Compañía dentro de un plazo 

máximo de cinco días contados a partir del momento en que tenga conocimiento del hecho, salvo caso fortuito o de fuerza 

mayor, caso en el que deberá informar tan pronto cese uno o el otro. 

Dicha notificación, deberá de incluir: 

a) Detalles específicos del acto, error u omisión, o violación al Parche de Seguridad que pueda razonablemente dar 

lugar a una indemnización. 

b) Los hechos por los cuales el Asegurado hubiera conocido por primera vez dicho acto, error u omisión o dicha 

violación al Parche de Seguridad; y 

c) Copia de cualquier reclamación presentada por cualquier Tercero o Autoridad de Control; y 

 
Una vez brindada la documentación y/o información para la indemnización, la Compañía procederá a su análisis y tendrá 

derecho de exigir del Asegurado o Contratante toda clase de información sobre los hechos relacionados con el siniestro 

y por los cuales puedan determinarse las circunstancias de su realización y las consecuencias de este. 

La falta oportuna de este aviso podrá dar lugar a que la indemnización sea reducida a la cantidad en que originalmente 

hubiera importado el Siniestro si La Compañía hubiera tenido pronto aviso sobre el mismo. 

 

 

7.2 RECUPERACIONES 

Si, posterior al realizar algún pago, el Asegurado o la Compañía recuperan algún bien, dinero o algún Sistemas 
Informáticos, la parte que recupere dicho bien, dinero o Sistema Informáticos deberá notifícaselo por escrito cuanto antes 
a la otra parte. 

CLÁUSULA 8. OBLIGACIONES DE SEGURIDAD 
Las siguientes son condiciones previas a la responsabilidad de la Compañía: 

El Asegurado deberá: 

a. Realizar Copias de seguridad de sus datos, como mínimo una vez la semana. 

b. Instalar, mantener permanentemente activo y actualizado de forma automática, un Software 

profesional contra Malware adecuado en sus Sistemas Informáticos. 

c. Proteger sus sistemas y sus redes informáticos de incidentes cibernéticos manteniendo los 

mecanismos de protección adecuados y regularmente actualizados: 

o Contraseñas complejas 

o Configuraciones de sistemas, así como 

o Firewalls 



d. Aplicar y documentar los parches de seguridad para todo el Software asegurado bajo esta póliza 

durante todo el periodo de la póliza dentro de los 30 días después de su liberación por parte del 

fabricante. 

e. Actualizar, sustituir o dejar de utilizar cualquier Software o Hardware que ya no cuente con el 

soporte del fabricante en un plazo de 3 meses. 

En caso de que el Asegurado no cumpla con estas obligaciones de seguridad, La Compañía se reserva 

el derecho de rechazar cualquier pago en caso de Incidente Cibernético, excepto los costos de 

respuesta a incidentes incurridos hasta que el proveedor de respuesta a incidentes haya determinado 

el incumplimiento. 

No obstante, lo anterior, La Compañía no rechazará el pago en caso de que el Asegurado demuestre 

que el incumplimiento de las obligaciones de seguridad mencionadas no ha sido intencionado ni por 

negligencia grave. Del mismo modo, la Compañía no rechazará el pago en caso de que el Asegurado 

demuestre que el Incidente Cibernético no fue causado o agravado por el incumplimiento de las 

obligaciones de seguridad anteriores. 

 

CLÁUSULA 9. REFERENCIAS DE LEY 

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO 

Artículo 8.- El proponente estará obligado a declarar por escrito a la empresa Aseguradora, de acuerdo con el cuestionario 

relativo, todos los hechos importantes para la apreciación del riesgo que puedan influir en las condiciones convenidas, 

tales como los conozca o deba conocer en el momento de la celebración del contrato. 

Artículo 9.- Si el contrato se celebra por un representante del Asegurado, deberán declararse todos los hechos importantes 

que sean o deban ser conocidos del representante y del representado. 

Artículo 10.- Cuando se proponga un seguro por cuenta de otro, el proponente deberá declarar todos los hechos 

importantes que sean o deban ser conocidos del tercero Asegurado o de su intermediario. 

Artículo 25.- Si el contenido de la póliza o sus modificaciones no concordaren con la oferta, el Asegurado podrá pedir la 

rectificación correspondiente dentro de los treinta días que sigan al día en que reciba la póliza. Transcurrido este plazo 

se considerarán aceptadas las estipulaciones de la póliza o de sus modificaciones. 

Artículo 34.- Salvo pacto en contrario, la prima vencerá en el momento de la celebración del contrato, por lo que se refiere 

al primer período del seguro; entendiéndose por período del seguro el lapso para el cual resulte calculada la unidad de la 

prima. En caso de duda, se entenderá que el período del seguro es de un año. 

Artículo 40.- Si no hubiese sido pagada la prima o la fracción correspondiente, en los casos de pago en parcialidades, 

dentro del término convenido, los efectos del contrato cesarán automáticamente a las doce horas del último día de ese 

plazo. En caso de que no se haya convenido el término, se aplicará un plazo de treinta días naturales siguientes a la 

fecha de su vencimiento. 

Salvo pacto en contrario, el término previsto en el párrafo anterior no será aplicable a los seguros obligatorios a que hace 

referencia el artículo 150 Bis de esta Ley. 

Artículo 47.- Cualquiera omisión o inexacta declaración de los hechos a que se refieren los artículos 8, 9 y 10 de la 

presente ley, facultará a la empresa Aseguradora para considerar rescindido de pleno derecho el contrato, aunque no 

hayan influido en la realización del Siniestro. 

Artículo 48.- La empresa Aseguradora comunicará en forma auténtica al Asegurado o a sus beneficiarios, la rescisión del 

contrato dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha en que la propia empresa conozca la omisión o inexacta 

declaración. 

Artículo 52.- El asegurado deberá comunicar a la empresa aseguradora las agravaciones esenciales que tenga el riesgo 

durante el curso del seguro, dentro de las veinticuatro horas siguientes al momento en que las conozca. Si el asegurado 

omitiere el aviso o si él provoca una agravación esencial del riesgo, cesarán de pleno derecho las obligaciones de la 

empresa en lo sucesivo. 



Artículo 53.- Para los efectos del artículo anterior se presumirá siempre: 

I.- Que la agravación es esencial, cuando se refiera a un hecho importante para la apreciación de un riesgo de tal suerte 

que la empresa habría contratado en condiciones diversas si al celebrar el contrato hubiera conocido una agravación 

análoga; 

II.- Que el asegurado conoce o debe conocer toda agravación que emane de actos u omisiones de sus inquilinos, cónyuge, 

descendientes o cualquier otra persona que, con el consentimiento del asegurado, habite el edificio o tenga en su poder 

el mueble que fuere materia del seguro. 

Artículo 66.- Tan pronto como el asegurado o el beneficiario en su caso, tengan conocimiento de la realización del siniestro 

y del derecho constituido a su favor por el contrato de seguro, deberán ponerlo en conocimiento de la empresa 

aseguradora. Salvo disposición en contrario de la presente ley, el asegurado o el beneficiario gozarán de un plazo máximo 

de cinco días para el aviso que deberá ser por escrito si en el contrato no se estipula otra cosa. 

Artículo 69.- La empresa aseguradora tendrá el derecho de exigir del Asegurado o Beneficiario toda clase de 

informaciones sobre los hechos relacionados con el siniestro y por los cuales puedan determinarse las circunstancias de 

su realización y las consecuencias del mismo. 

Artículo 71.- El crédito que resulte del contrato de seguro vencerá treinta días después de la fecha en que la empresa 

haya recibido los documentos e informaciones que le permitan conocer el fundamento de la reclamación. 

Será nula la cláusula en que se pacte que el crédito no podrá exigirse sino después de haber sido reconocido por la 

empresa o comprobado en juicio. 

Artículo 81.- Todas las acciones que se deriven de un contrato de seguro prescribirán: I.- En cinco años, tratándose de la 

cobertura de fallecimiento en los seguros de vida. II.- En dos años, en los demás casos. 

En todos los casos, los plazos serán contados desde la fecha del acontecimiento que les dio origen. 

Artículo 82.- El plazo de que trata el Artículo anterior no correrá en caso de omisión, falsas o inexactas declaraciones 

sobre el riesgo corrido, sino desde el día en que la empresa haya tenido conocimiento de él; y si se trata de la realización 

del Siniestro, desde el día en que haya llegado a conocimiento de los interesados, quienes deberán demostrar que hasta 

entonces ignoraban dicha realización. 

Tratándose de terceros beneficiarios se necesitará, además, que éstos tengan conocimiento del derecho constituido a su 

favor. 

Artículo 84.- Además de las causas ordinarias de interrupción de la prescripción, ésta se interrumpirá por el nombramiento 

de peritos con motivo de la realización del Siniestro, y tratándose de la acción en pago de la prima, por el requerimiento 

de pago. 

Artículo 100.- Cuando se contrate con varias empresas un seguro contra el mismo riesgo y por el mismo interés, el 

asegurado tendrá la obligación de poner en conocimiento de cada uno de los aseguradores, la existencia de los otros 

seguros. El aviso deberá darse por escrito e indicar el nombre de los aseguradores, así como las sumas aseguradas. 

Artículo 101.- Si el Asegurado omite intencionalmente el aviso de que trata el artículo anterior o si contrata los diversos 

seguros para obtener un provecho ilícito, los aseguradores quedarán liberados de sus obligaciones. 

LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS 

Artículo. 102.- En los seguros que se formalicen a través de contratos de adhesión, excepto los que se refieran a seguros 

de pensiones derivados de las leyes de seguridad social y a seguros de caución, la contratación podrá realizarse a través 

de una persona moral, sin la intervención de un agente de seguros. 

Las Instituciones de Seguros podrán pagar o compensar a las citadas personas morales servicios distintos a los que esta 

Ley reserva a los agentes de seguros. Para ello deberán suscribir contratos de prestación de servicios cuyos textos 

deberán registrarse previamente ante la Comisión, la que dentro de un plazo de quince días hábiles siguientes a la 

recepción de la documentación podrá negar el registro, cuando a su juicio los contratos no se apeguen a las disposiciones 

jurídicas aplicables y podrá ordenar las modificaciones o correcciones necesarias, prohibiendo su utilización hasta en 

tanto no se lleven a cabo los cambios ordenados. En caso de que la Comisión no formule observaciones dentro del plazo 

señalado, se entenderá que los documentos han quedado registrados y no existirá inconveniente para su utilización. 



Las personas morales a que se refiere este artículo estarán sujetas a la inspección y vigilancia de la Comisión, respecto 

de las operaciones previstas en el mismo. 

Artículo. 103.- La operación de las personas morales a que se refiere el artículo 102 de la presente Ley, deberá ajustarse 

a las siguientes bases: 

I. Tratándose de intermediarios financieros sujetos a la inspección y vigilancia por parte de las autoridades financieras, y 

que celebren con el público operaciones de promoción o venta de productos de seguros para una sola Institución de 

Seguros, para Instituciones de Seguros integrantes de un mismo grupo financiero o para Instituciones de Seguros que 

practiquen operaciones o ramos distintos entre sí, su operación se sujetará a lo siguiente: 

a) En el caso de productos de seguros con componentes de ahorro o inversión, la Institución de Seguros con la cual el 

intermediario financiero tenga celebrado un contrato de prestación de servicios conforme a lo dispuesto en el artículo 102 

de esta Ley, deberá registrar ante la Comisión, en los términos previstos en los artículos 202 a 205 de este ordenamiento, 

como parte de la documentación contractual del producto de seguro, un programa de capacitación especializada que 

deberá aplicarse a los empleados y apoderados del intermediario financiero que participará en la comercialización del 

producto de seguro de que se trate tomando en consideración las características y naturaleza del mismo, y 

b) En el caso de productos de seguros distintos a los señalados en el inciso anterior, la Institución de Seguros con la cual 

el intermediario financiero tenga celebrado un contrato de prestación de servicios en términos de lo previsto en el artículo 

102 de esta Ley, deberá establecer en el propio contrato los programas de capacitación que, en su caso, se requieran en 

función de las características o complejidad de los productos de seguros de que se trate, y 

II. Tratándose de personas morales que no se ubiquen en el supuesto señalado en la fracción anterior, su operación se 

sujetará a las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión, conforme a lo siguiente: 

a) Establecerán los casos en que los empleados o apoderados de la persona moral que celebren con el público 

operaciones de promoción o venta de productos de seguros, deban recibir capacitación por parte de las Instituciones de 

Seguros, o bien obtener la evaluación y certificación correspondiente ante la propia Comisión, considerando para ello la 

naturaleza de las actividades que conforme a su objeto social realice la persona moral y las características o complejidad 

de los productos de seguros de que se trate, y 

b) Determinarán los requisitos y medidas que deberán cumplir para prevenir y evitar conflictos de interés, que puedan 

derivarse de la venta de productos de seguros de más de una Institución de Seguros por parte de una misma persona 

moral, o de varias personas morales cuando se encuentren bajo el control patrimonial o administrativo de una misma 

persona o Grupo de Personas. 

Artículo 202.- Las Instituciones de Seguros sólo podrán ofrecer al público los servicios relacionados con las operaciones 

que esta Ley les autoriza, mediante productos de seguros que cumplan con lo señalado en los Artículos 200 y 201 de 

esta Ley. 

En el caso de los productos de seguros que se ofrezcan al público en general y que se formalicen mediante contratos de 

adhesión, entendidos como tales aquellos elaborados unilateralmente en formatos por una Institución de Seguros y en 

los que se establezcan los términos y condiciones aplicables a la contratación de un seguro, así como los modelos de 

cláusulas elaborados para ser incorporados mediante endosos adicionales a esos contratos, además de cumplir con lo 

señalado en el primer párrafo de este artículo, deberán registrarse de manera previa ante la Comisión en los términos del 

Artículo 203 de este ordenamiento. Lo señalado en este párrafo será también aplicable a los productos de seguros que, 

sin formalizarse mediante contratos de adhesión, se refieran a los seguros de grupo o seguros colectivos de las 

operaciones señaladas en las fracciones I y II del Artículo 25 de esta Ley, y a los seguros de caución previstos en el inciso 

g), fracción III, del propio artículo 25 del presente ordenamiento. 

Las Instituciones de Seguros deberán consignar en la documentación contractual de los productos de seguros a que se 

refiere el párrafo anterior, que el producto que ofrece al público se encuentra bajo registro ante la Comisión, en la forma 

y términos que ésta determine mediante disposiciones de carácter general. 

El contrato o Cláusula incorporada al mismo, celebrado por una Institución de Seguros sin el registro a que se refiere el 

presente artículo, es anulable, pero la acción sólo podrá ser ejercida por el Contratante, Asegurado o beneficiario o por 

sus causahabientes contra la Institución de Seguros y nunca por esta contra aquellos. 

Artículo 214.- La celebración de las operaciones y la prestación de servicios de las Instituciones, se podrán pactar 

mediante el uso de equipos, Medios Electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de 



procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, estableciendo en los contratos 

respectivos las bases para determinar lo siguiente: 

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 

II. Los medios de identificación del usuario, así como las responsabilidades correspondientes a su uso, tanto para 

las Instituciones como para los usuarios; 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificaciones o extinción de derechos y 

obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate, incluyendo los métodos de autenticación tales 

como contraseñas o claves de acceso, y 

IV. Los mecanismos de confirmación de la realización de las operaciones celebra-das a través de cualquier medio 

electrónico. 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este Artículo, en sustitución de la 

firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes y, en 

consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

Artículo 276.- Si una Institución de Seguros no cumple con las obligaciones asumidas en el contrato de seguro dentro de 

los plazos con que cuente legalmente para su cumplimiento, deberá pagar al acreedor una indemnización por mora de 

acuerdo con lo siguiente: 

I. Las obligaciones en moneda nacional se denominarán en Unidades de Inversión, al valor de éstas en la fecha del 

vencimiento de los plazos referidos en la parte inicial de este artículo y su pago se hará en moneda nacional, al valor 

que las Unidades de Inversión tengan a la fecha en que se efectúe el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el 

párrafo segundo de la fracción VIII de este artículo. 

Además, la Institución de Seguros pagará un interés moratorio sobre la obligación denominada en Unidades de 

Inversión conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, el cual se capitalizará mensualmente y cuya tasa será igual 

al resultado de multiplicar por 1.25 el costo de captación a plazo de pasivos denominados en Unidades de Inversión 

de las instituciones de banca múltiple del país, publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la Federación, 

correspondiente a cada uno de los meses en que exista mora; 

II. Cuando la obligación principal se denomine en moneda extranjera, adicionalmente al pago de esa obligación, la 

Institución de Seguros estará obligada a pagar un interés moratorio el cual se capitalizará mensualmente y se calculará 

aplicando al monto de la propia obligación, el porcentaje que resulte de multiplicar por 1.25 el costo de captación a 

plazo de pasivos denominados en dólares de los Estados Unidos de América, de las instituciones de banca múltiple 

del país, publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la Federación, correspondiente a cada uno de los 

meses en que exista mora; 

III. En caso de que a la fecha en que se realice el cálculo no se hayan publicado las tasas de referencia para el cálculo 

del interés moratorio a que aluden las fracciones I y II de este artículo, se aplicará la del mes inmediato anterior y, para 

el caso de que no se publiquen dichas tasas, el interés moratorio se computará multiplicando por 1.25 a tasa que las 

sustituya, conforme a las disposiciones aplicables; 

IV. Los intereses moratorios a que se refiere este artículo se generarán por día, a partir de la fecha del vencimiento de 

los plazos referidos en la parte inicial de este artículo y hasta el día en que se efectúe el pago previsto en el párrafo 

segundo de la fracción VIII de este artículo. Para su cálculo, las tasas de referencia a que se refiere este artículo 

deberán dividirse entre trescientos sesenta y cinco y multiplicar el resultado por el número de días correspondientes a 

los meses en que persista el incumplimiento; 

V. En caso de reparación o reposición del objeto siniestrado, la indemnización por mora consistirá únicamente en el pago 

del interés correspondiente a la moneda en que se haya denominado la obligación principal conforme a las fracciones 

I y II de este artículo y se calculará sobre el importe del costo de la reparación o reposición; 

VI. Son irrenunciables los derechos del acreedor a las prestaciones indemnizatorias establecidas en este artículo. El 

pacto que pretenda extinguirlos o reducirlos no surtirá efecto legal alguno. Estos derechos surgirán por el solo 

transcurso del plazo establecido por la Ley para el pago de la obligación principal, aunque ésta no sea líquida en ese 

momento; 

Una vez fijado el monto de la obligación principal conforme a lo pactado por las partes o en la resolución definitiva 

dictada en juicio ante el juez o árbitro, las prestaciones indemnizatorias establecidas en este artículo deberán ser 



cubiertas por la Institución de Seguros sobre el monto de la obligación principal así determinado; 

VII. Si en el juicio respectivo resulta procedente la reclamación, aun cuando no se hubiere demandado el pago de la 

indemnización por mora establecida en este artículo, el juez o árbitro, además de la obligación principal, deberá 

condenar al deudor a que también cubra esas prestaciones conforme a las fracciones precedentes; 

La indemnización por mora consistente en el sistema de actualización e intereses a que se refieren las fracciones I, 

II, III y IV del presente artículo será aplicable en todo tipo de seguros, salvo tratándose de seguros de caución que 

garanticen indemnizaciones relacionadas con el impago de créditos fiscales, en cuyo caso se estará a lo dispuesto 

por el Código Fiscal de la Federación. 

El pago que realice la Institución de Seguros se hará en una sola exhibición que comprenda el saldo total por los 

siguientes conceptos: 

a) Los intereses moratorios; 

b) La actualización a que se refiere el primer párrafo de la fracción I de este artículo, y 

c) La obligación principal. 

En caso de que la Institución de Seguros no pague en una sola exhibición la totalidad de los importes de las 

obligaciones asumidas en el contrato de seguros y la indemnización por mora, los pagos que realice se aplicarán a los 

conceptos señalados en el orden establecido en el párrafo anterior, por lo que la indemnización por mora se continuará 

generando en términos del presente artículo, sobre el monto de la obligación principal no pagada, hasta en tanto se 

cubra en su totalidad. 

Cuando la Institución interponga un medio de defensa que suspenda el procedimiento de ejecución previsto en esta 

ley, y se dicte sentencia firme por la que queden subsistentes los actos impugnados, el pago o cobro correspondientes 

deberán incluir la indemnización por mora que hasta ese momento hubiere generado la obligación principal, y 

VIII. Si la Institución de Seguros, dentro de los plazos y términos legales, no efectúa el pago de las indemnizaciones por 

mora, el juez o la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, según 

corresponda, le impondrán una multa de 1000 a 15000 Días de Salario. 

En el caso del procedimiento administrativo de ejecución previsto en el artículo 278 de esta Ley, si la institución de 

seguros, dentro de los plazos o términos legales, no efectúan el pago de las indemnizaciones por mora, la Comisión 

le impondrá la multa señalada en esta fracción, a petición de la autoridad ejecutora que corresponda conforme a la 

fracción II de dicho artículo. 

Artículo 492.- Las Instituciones y Sociedades Mutualistas, así como los agentes de seguros y los agentes de fianzas, en 

términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría, escuchando la previa opinión de la Comisión, 

estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 

prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 o 

148 Bis del Código Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 

a) Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b) Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que, 

en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que 

realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, directivos, funcionarios, empleados y 

apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de carácter general 

previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando menos, las modalidades que 

al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban reunir los actos, operaciones y 

servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, 

los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las prácticas comerciales y financieras que se 

observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de 

transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría, en las citadas disposiciones de carácter general emitirá los lineamientos sobre el procedimiento 



y criterios que las Instituciones, las Sociedades Mutualistas, los agentes de seguros y los agentes de fianzas deberán 

observar respecto de: 

a) El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los antecedentes, 

condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b) La información y documentación que las Instituciones, Sociedades Mutualistas, agentes de seguros y agentes de 

fianzas deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios 

que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 

c) La forma en que las mismas Instituciones, Sociedades Mutualistas, agentes de seguros y agentes de fianzas deberán 

resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y 

usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al 

presente artículo, y; 

d) los términos para proporcionar capacitación al interior de las Instituciones, Sociedades Mutualistas, agentes de 

seguros y agentes de fianzas sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se 

refiere el presente artículo señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las Instituciones, las Sociedades Mutualistas, los agentes de seguros y los agentes de fianzas deberán conservar, por al 

menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo 

establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión, información y documentación 

relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las Instituciones y 

Sociedades Mutualistas, así como los agentes de seguros y los agentes de fianzas, estarán obligados a proporcionar 

dicha información y documentación. La Secretaría estará facultada para obtener información adicional de otras personas 

con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de 

confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información establecidas por vía 

contractual, a lo dispuesto en el artículo 190 de este ordenamiento, ni a lo dispuesto en materia del secreto propio de las 

operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV, en relación con el artículo 117 de la Ley de Instituciones de 

Crédito. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las Instituciones y 

Sociedades Mutualistas, por los agentes de seguros y los agentes de fianzas, así como por los miembros del consejo de 

administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados respectivos, por lo cual, tanto 

las instituciones y sociedades como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las 

obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión 

conforme al procedimiento previsto en los artículos 474 al 484 de la presente Ley, con multa equivalente del 10% al 100% 

de la operación inusual no reportada, y en los demás casos con multa de hasta 100,000 Días de Salario vigente. 

Los servidores públicos de la Secretaría y de la Comisión, las Instituciones y Sociedades Mutualistas, así como los agentes 

de seguros y los agentes de fianzas, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, 

funcionarios, empleados, factores y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás 

documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas 

expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La 

violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes 

 

LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS 
Artículo 50 Bis.- Cada Institución Financiera deberá contar con una Unidad Especializada que tendrá por objeto atender 

consultas y reclamaciones de los Usuarios. Dicha Unidad se sujetará a lo siguiente: 

 
I. El Titular de la Unidad deberá tener facultades para representar y obligar a la Institución Financiera al 

cumplimiento de los acuerdos derivados de la atención que se dé a la reclamación; 

II. Contará con encargados regionales en cada entidad federativa en que la Institución Financiera tenga sucursales 

u oficinas de atención al público; 



III. Los gastos derivados de su funcionamiento, operación y organización correrán a cargo de las Instituciones 

Financieras; 

IV. Deberá recibir la consulta, reclamación o aclaración del Usuario por cualquier medio que facilite su recepción, 

incluida la recepción en las sucursales u oficinas de atención al público y responder por escrito dentro de un plazo 

que no exceda de treinta días hábiles, contado a partir de la fecha de su recepción, y 

V. El titular de la Unidad Especializada deberá presentar dentro de los diez días hábiles siguientes al cierre de cada 

trimestre, un informe a la Comisión Nacional de todas las consultas, reclamaciones y aclaraciones recibidas y 

atendidas por la Institución Financiera en los términos que la Comisión Nacional establezca a través de 

disposiciones de carácter general que para tal efecto emita. 

La presentación de reclamaciones ante la Unidad Especializada suspenderá la prescripción de las acciones a que 

pudieren dar lugar. 

Las Instituciones Financieras deberán informar mediante avisos colocados en lugares visibles en todas sus sucursales la 

ubicación, horario de atención y responsable o responsables de la Unidad Especializada. Los Usuarios podrán a su 

elección presentar su consulta o reclamación ante la Unidad Especializada de la Institución Financiera de que se trate o 

ante la Comisión Nacional. 

Las Unidades Especializadas serán supervisadas por la Comisión Nacional. 

Artículo 65.- Las reclamaciones deberán presentarse dentro del término de dos años contados a partir de que se presente 

el hecho que les dio origen, a partir de la negativa de la Institución Financiera a satisfacer las pretensiones del Usuario o, 

en caso de que se trate de reclamaciones por servicios no solicitados, a partir de que tuvo conocimiento del mismo. 

La reclamación podrá presentarse por escrito o por cualquier otro medio, a elección del Usuario, en el domicilio de la 

Comisión Nacional o en cualquiera de las Delegaciones o en la Unidad Especializada a que se refiere el artículo 50 Bis 

de esta Ley, de la Institución Financiera que corresponda. 

Artículo 68.- La Comisión Nacional, deberá agotar el procedimiento de conciliación, conforme a las siguientes reglas: 

I. El procedimiento de conciliación sólo se llevará a cabo en reclamaciones por cuantías totales inferiores a tres millones 

de unidades de inversión, salvo tratándose de reclamaciones en contra de instituciones de seguros en cuyo caso la 

cuantía deberá de ser inferior a seis millones de unidades de inversión. 

I Bis. La Comisión Nacional citará a las partes a una audiencia de conciliación que se realizará dentro de los veinte días 

hábiles siguientes contados a partir de la fecha en que se reciba la reclamación. 

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o por otro medio idóneo, en cuyo caso la Comisión Nacional o las partes 

podrán solicitar que se confirmen por escrito los compromisos adquiridos 

II. La Institución Financiera deberá, por conducto de un representante, rendir un informe por escrito que se presentará con 

anterioridad o hasta el momento de la celebración de la audiencia de conciliación a que se refiere la fracción anterior; 

manera razonada a todos y cada uno de los hechos a que se refiere la reclamación, en caso contrario, dicho informe se 

tendrá por no presentado para todos los efectos legales a que haya lugar; 

La institución financiera deberá acompañar al informe, la documentación, información y todos los elementos que considere 

pertinentes para sustentarlo, no obstante, la Comisión Nacional podrá en todo momento, requerir a la institución financiera 

la entrega de cualquier información, documentación o medios electromagnéticos que requiera con motivo de la 

reclamación y del informe; 

III. La Comisión Nacional podrá suspender justificadamente y por una sola ocasión, la audiencia de conciliación. En este 

caso, la Comisión Nacional señalará día y hora para su reanudación, la cual deberá llevarse a cabo dentro de los diez 

días hábiles siguientes. 

La falta de presentación del informe no podrá ser causa para suspender la audiencia referida. 

IV. La falta de presentación del informe dará lugar a que la Comisión Nacional valore la procedencia de las pretensiones 

del Usuario con base en los elementos con que cuente o se allegue conforme a la fracción VI, y para los efectos de la 

emisión del dictamen, en su caso, a que se refiere el artículo 68 Bis. 

V. La Comisión Nacional cuando así lo considere o a petición del Usuario, en la audiencia de conciliación correspondiente 

o dentro de los diez días hábiles anteriores a la celebración de la misma, podrá requerir información adicional a la 

Institución Financiera, y en su caso, diferirá la audiencia requiriendo a la Institución Financiera para que en la nueva fecha 

presente el informe adicional; 

Asimismo, podrá acordar la práctica de diligencias que permitan acreditar los hechos constitutivos de la reclamación. 

VI. En la audiencia respectiva se exhortará a las partes a conciliar sus intereses, para tal efecto, el conciliador deberá 

formular propuestas de solución y procurar que la audiencia se desarrolle en forma ordenada y congruente. Si las partes 



no llegan a un arreglo, el conciliador deberá consultar el Registro de Ofertas Públicas del Sistema Arbitral en Materia 

Financiera, previsto en esta misma Ley, a efecto de informar a las mismas que la controversia se podrá resolver mediante 

el arbitraje de esa Comisión Nacional, para lo cual las invitará a que, de común acuerdo y voluntariamente, designen 

como árbitro para resolver sus intereses a la propia Comisión Nacional, quedando a elección de las mismas, que sea en 

amigable composición o de estricto derecho. 

Para el caso de la celebración del convenio arbitral correspondiente, a elección del Usuario la audiencia respectiva podrá 

diferirse para el solo efecto de que el Usuario desee asesorarse de un representante legal. El convenio arbitral 

correspondiente se hará constar en el acta que al efecto firmen las partes ante la Comisión Nacional. 

En caso de que las partes no se sometan al arbitraje de la Comisión Nacional se dejarán a salvo sus derechos para que 

los hagan valer ante los tribunales competentes o en la vía que proceda. 

En el evento de que la Institución Financiera no asista a la junta de conciliación se le impondrá sanción pecuniaria y se 

emplazará a una segunda audiencia, la cual deberá llevarse a cabo en un plazo no mayor a diez días hábiles; en caso de 

no asistir a ésta se le impondrá una nueva sanción pecuniaria 

La Comisión Nacional entregará al reclamante, contra pago de su costo, copia certificada del dictamen a que se refiere el 

artículo 68 Bis, a efecto de que lo pueda hacer valer ante los tribunales competentes; 

La solicitud se hará del conocimiento de la Institución Financiera para que ésta manifieste lo que a su derecho convenga 

y aporte los elementos y pruebas que estime convenientes en un plazo que no excederá de diez días hábiles. 

Si la Institución Financiera no hace manifestación alguna dentro de dicho plazo, la Comisión emitirá el dictamen con los 

elementos que posea. 

VII. En caso de que las partes lleguen a un acuerdo para la resolución de la reclamación, el mismo se hará constar en el 

acta circunstanciada que al efecto se levante. En todo momento, la Comisión Nacional deberá explicar al Usuario los 

efectos y alcances de dicho acuerdo; si después de escuchar explicación el Usuario decide aceptar el acuerdo, éste se 

firmará por ambas partes y por la Comisión Nacional, fijándose un término para acreditar su cumplimiento. El convenio 

firmado por las partes tiene fuerza de cosa juzgada y trae aparejada ejecución; 

VIII. La carga de la prueba respecto del cumplimiento del convenio corresponde a la Institución Financiera y, en caso de 

omisión, se hará acreedora de la sanción que proceda conforme a la presente Ley, y 

IX. Concluidas las audiencias de conciliación y en caso de que las partes no lleguen a un acuerdo se levantará el acta 

respectiva. En el caso de que la Institución Financiera no firme el acta, ello no afectará su validez, debiéndose hacer 

constar la negativa. 

Adicionalmente, la Comisión Nacional ordenará a la Institución Financiera correspondiente que registre el pasivo 

contingente totalmente reservado que derive de la reclamación, y dará aviso de ello a las Comisiones Nacionales a las 

que corresponda su supervisión. 

En el caso de instituciones y sociedades mutualistas de seguros, la orden mencionada en el segundo párrafo de esta 

fracción se referirá a la constitución e inversión conforme a la Ley en materia de seguros, de una reserva técnica específica 

para obligaciones pendientes de cumplir, cuyo monto no deberá exceder la suma asegurada. Dicha reserva se registrará 

en una partida contable determinada. 

En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, el registro contable podrá ser cancelado por la Institución 

Financiera bajo su estricta responsabilidad, si transcurridos ciento ochenta días naturales después de su anotación, el 

reclamante no ha hecho valer sus derechos ante la autoridad judicial competente o no ha dado inicio el procedimiento 

arbitral conforme a esta Ley. 

El registro del pasivo contingente o la constitución de la reserva técnica, según corresponda, será obligatoria para el caso 

de que la Comisión Nacional emita el dictamen a que hace referencia el artículo 68 Bis de la presente Ley. Si de las 

constancias que obren en el expediente respectivo se desprende, a juicio de la Comisión Nacional, la improcedencia de 

las pretensiones del Usuario, ésta se abstendrá de ordenar el registro del pasivo contingente o la constitución de la reserva 

técnica, según corresponda. 

X. Los acuerdos de trámite que emita la Comisión Nacional no admitirán recurso alguno 

 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 
Art 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio 

de las penas que correspondan por otros delitos que resulten: 

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo, material nuclear, 

combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos, o armas 

de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, intencionalmente realice actos en contra de 



bienes o servicios, ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad física, emocional, o la vida de personas, 

que produzcan alarma, temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la seguridad 

nacional o presionar a la autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una determinación. 

II. Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio 

nacional. 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se aumentarán en una mitad, cuando además: 

I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso público; 

II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 

III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una persona. 

Artículo 139 Bis.- Se aplicará pena de uno a nueve años de prisión y de cien a trescientos días multa, a quien encubra a 

un terrorista, teniendo conocimiento de sus actividades o de su identidad. 

Artículo 139 Ter.- Se aplicará pena de cinco a quince años de prisión y de doscientos a seiscientos días multa al que 

amenace con cometer el delito de terrorismo a que se refiere el párrafo primero del artículo 139. 

Art 139 Quáter.- Se impondrá la misma pena señalada en el artículo 139 de este Código, sin perjuicio de las penas que 

corresponden por los demás delitos que resulten, al que por cualquier medio que fuere ya sea directa o indirectamente, 

aporte o recaude fondos económicos o recursos de cualquier naturaleza, con conocimiento de que serán destinados para 

financiar o apoyar actividades de individuos u organizaciones terroristas, o para ser utilizados, o pretendan ser utilizados, 

directa o indirectamente, total o parcialmente, para la comisión, en territorio nacional o en el extranjero, de cualquiera de 

los delitos previstos en los ordenamientos legales siguientes: 

I. Del Código Penal Federal, los siguientes: 

1. Terrorismo, previstos en los artículos 139, 139 Bis y 139 Ter; 

2. Sabotaje, previsto en el artículo 140; 

3. Terrorismo Internacional, previsto en los artículos 148 Bis, 148 Ter y 148 Quáter; 

4. Ataques a las vías de comunicación, previstos en los artículos 167, fracción IX, y 170, párrafos primero, segundo y 

tercero, y 

5. Robo, previsto en el artículo 368 Quinquies. 

II. De la Ley que Declara Reservas Mineras los Yacimientos de Uranio, Torio y las demás Substancias de las cuales se 

obtengan Isótopos Hendibles que puedan producir Energía Nuclear, los previstos en los artículos 10 y 13. 

Artículo 139 Quinquies.- Se aplicará de uno a nueve años de prisión y de cien a trescientos días multa, a quien encubra 

a una persona que haya participado en los delitos previstos en el artículo 139 Quáter de este Código 

Art 193.- Se consideran narcóticos a los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen 

la Ley General de Salud, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen 

las demás disposiciones legales aplicables en la materia. 

Para los efectos de este capítulo, son punibles las conductas que se relacionan con los estupefacientes, psicotrópicos y 

demás sustancias previstas en los artículos 237, 245, fracciones I, II, y III y 248 de la Ley General de Salud, que 

constituyen un problema grave para la salud pública. 

El juzgador, al individualizar la pena o la medida de seguridad a imponer por la comisión de algún delito previsto en este 

capítulo, tomará en cuenta, además de lo establecido en los artículos 51 y 52, la cantidad y la especie de narcótico de 

que se trate, así como la menor o mayor lesión o puesta en peligro de la salud pública y las condiciones personales del 

autor o participe del hecho o la reincidencia en su caso. 

Los narcóticos empleados en la comisión de los delitos a que se refiere este capítulo se pondrán a disposición de la 

autoridad sanitaria federal, la que procederá de acuerdo con las disposiciones o leyes de la materia a su aprovechamiento 

lícito o a su destrucción. 

Tratándose de instrumentos y vehículos utilizados para cometer los delitos considerados en este capítulo, así como de 

objetos y productos de esos delitos, cualquiera que sea la naturaleza de dichos bienes, se estará a lo dispuesto en los 

artículos 40 y 41. Para ese fin, el Ministerio Público dispondrá durante la averiguación previa el aseguramiento que 

corresponda y el destino procedente en apoyo a la procuración de justicia, o lo solicitará en el proceso, y promoverá el 

decomiso para que los bienes de que se trate o su producto se destinen a la impartición de justicia, o bien, promoverá en 

su caso, la suspensión y la privación de derechos agrarios o de otra índole, ante las autoridades que resulten competentes 

conforme a las normas aplicables. 

Art 194.- Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos días multa al que: 



I. Produzca, transporte, trafique, comercie, suministre aun gratuitamente o prescriba alguno de los narcóticos señalados 

en el artículo anterior, sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud; 

Para los efectos de esta fracción, por producir se entiende: manufacturar, fabricar, elaborar, preparar o acondicionar algún 

narcótico, y por comerciar: vender, comprar, adquirir o enajenar algún narcótico. 

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de 

narcóticos. 

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en su caso sancionados por las 

autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 

474 de dicho ordenamiento. 

II. Introduzca o extraiga del país alguno de los narcóticos comprendidos en el artículo anterior, aunque fuere en forma 

momentánea o en tránsito. 

Si la introducción o extracción a que se refiere esta fracción no llegare a consumarse, pero de los actos realizados se 

desprenda claramente que esa era la finalidad del agente, la pena aplicable será de hasta las dos terceras partes de la 

prevista en el presente artículo. 

III. Aporte recursos económicos o de cualquier especie, o colabore de cualquier manera al financiamiento, supervisión o 

fomento para posibilitar la ejecución de alguno de los delitos a que se refiere este capítulo; y 

IV. Realice actos de publicidad o propaganda, para que se consuma cualesquiera de las sustancias comprendidas en el 

artículo anterior. 

Las mismas penas previstas en este artículo y, además, privación del cargo o comisión e inhabilitación para ocupar otro 

hasta por cinco años, se impondrán al servidor público que, en ejercicio de sus funciones o aprovechando su cargo, 

permita, autorice o tolere cualesquiera de las conductas señaladas en este artículo. 

Art 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, al que posea alguno 

de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de 

Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 

194, ambos de este código. 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del fuero 

común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho 

ordenamiento. 

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley General 

de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se presume que la posesión 

tiene como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de este código. 

Art 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos señalados en el artículo 

193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, no pueda considerarse destinada a realizar alguna de 

las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro a siete años seis meses de prisión y de cincuenta 

a ciento cincuenta días multa. 

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en contra de la persona que posea: 

I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales de 

adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la 

persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su poder. 

II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda presumirse que serán utilizados 

en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas, así reconocidos por sus autoridades 

propias. 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro 

del radio de acción y disponibilidad de la persona. 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del fuero 

común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho 

ordenamiento. 

Art. 196.- Las penas que en su caso resulten aplicables por los delitos previstos en el artículo 194 serán aumentadas en 

una mitad, cuando: 

I. Se cometa por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar o juzgar la comisión de los delitos 

contra la salud o por un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo. En 

este caso, se impondrá, a dichos servidores públicos además, suspensión para desempeñar cargo o comisión en el 



servicio público, hasta por cinco años, o destitución, e inhabilitación hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión 

impuesta. Si se trata de un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas 

se le impondrá, además la baja definitiva de la Fuerza Armada a que pertenezca, y se le inhabilitará hasta por un tiempo 

igual al de la pena de prisión impuesta, para desempeñar cargo o comisión públicos en su caso; 

II. La víctima fuere menor de edad o incapacitada para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; 

III. Se utilice a menores de edad o incapaces para cometer cualesquiera de esos delitos; 

IV. Se cometa en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o en sus inmediaciones con quienes a ellos 

acudan; 

V. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las disciplinas de la salud 

en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esa situación para cometerlos. En este caso se impondrá, además, 

suspensión de derechos o funciones para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años e inhabilitación hasta por 

un tiempo equivalente al de la prisión impuesta; 

VI. El agente determine a otra persona a cometer algún delito de los previstos en el artículo 194, aprovechando el 

ascendiente familiar o moral o la autoridad o jerarquía que tenga sobre ella; y 

VII. Se trate del propietario poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento de cualquier naturaleza y lo 

empleare o para realizar algunos de los delitos previstos en este capítulo o permitiere su realización por terceros. En este 

caso además, se clausurará en definitiva el establecimiento. 

Art. 196 Ter.- Se impondrán de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos días multa, así como decomiso de 

los instrumentos, objetos y productos del delito, al que desvíe o por cualquier medio contribuya a desviar precursores 

químicos, productos químicos esenciales o máquinas, al cultivo, extracción, producción, preparación o acondicionamiento 

de narcóticos en cualquier forma prohibida por la ley. 

La misma pena de prisión y multa, así como la inhabilitación para ocupar cualquier empleo, cargo o comisión públicos 

hasta por cinco años, se impondrá al servidor público que, en ejercicio de sus funciones, permita o autorice cualquiera de 

las conductas comprendidas en este artículo. 

Son precursores químicos, productos químicos esenciales y máquinas los definidos en la ley de la materia. 

Art. 197.- Al que, sin mediar prescripción de médico legalmente autorizado, administre a otra persona, sea por inyección, 

inhalación, ingestión o por cualquier otro medio, algún narcótico a que se refiere el artículo 193, se le impondrá de tres a 

nueve años de prisión y de sesenta a ciento ochenta días multa, cualquiera que fuera la cantidad administrada. Las penas 

se aumentarán hasta una mitad más si la víctima fuere menor de edad o incapaz comprender la relevancia de la conducta 

o para resistir al agente. 

Al que indebidamente suministre gratis o prescriba a un tercero, mayor de edad, algún narcótico mencionado en el artículo 

193, para su uso personal e inmediato, se le impondrá de dos a seis años de prisión y de cuarenta a ciento veinte días 

multa. Si quien lo adquiere es menor de edad o incapaz, las penas se aumentarán hasta una mitad. 

Las mismas penas del párrafo anterior se impondrán al que induzca o auxilie a otro para que consuma cualesquiera de 

los narcóticos señalados en el artículo193 

Art. 198.- Al que, dedicándose como actividad principal a las labores propias del campo, siembre, cultivo o coseche plantas 

de marihuana, amapola, hongos alucinógenos, peyote o cualquier otro vegetal que produzca efectos similares, por cuenta 

propia, o con financiamiento de terceros, cuando en él concurran escasa instrucción y extrema necesidad económica, se 

le impondrá prisión de uno a seis años. 

Igual pena se impondrá al que en un predio de su propiedad, tenencia o posesión, consienta la siembra, el cultivo o la 

cosecha de dichas plantas en circunstancias similares a la hipótesis anterior. 

Si en las conductas descritas en los dos párrafos anteriores no concurren las circunstancias que en ellos se precisan, la 

pena será de hasta las dos terceras partes de la prevista en el artículo 194, siempre y cuando la siembra, cultivo o cosecha 

se hagan con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en las fracciones I y II de dicho artículo. Si falta 

esa finalidad, la pena será de dos a ocho años de prisión. 

Si el delito fuere cometido por servidor público de alguna corporación policial, se le impondrá, además la destitución del 

empleo, cargo o comisión públicos y se le inhabilitará de uno a cinco años para desempeñar otro, y si el delito lo cometiere 

un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo, se le impondrá, además 

de la pena de prisión señalada, la baja definitiva de la Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará de uno a cinco 

años para desempeñar cargo o comisión públicos. 

Art. 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto conozca que una persona relacionada 

con algún procedimiento por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 bis, es farmacodependiente, deberá informar 

de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento 



que corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente. 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se 

considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que 

el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad 

ejecutora. 

Art. 400.- Se aplicará prisión de tres meses a tres años y de quince a sesenta días multa, al que: 

I. Con ánimo de lucro, después de la ejecución del delito y sin haber participado en éste, adquiera, reciba u oculte el 

producto de aquél a sabiendas de esta circunstancia. 

Si el que recibió la cosa en venta, prenda o bajo cualquier concepto, no tuvo conocimiento de la procedencia ilícita de 

aquélla, por no haber tomado las precauciones indispensables para asegurarse de que la persona de quien la recibió 

tenía derecho para disponer de ella, la pena se disminuirá hasta en una mitad; 

II. Preste auxilio o cooperación de cualquier especie al autor de un delito, con conocimiento de esta circunstancia, por 

acuerdo posterior a la ejecución del citado delito; 

III. Oculte o favorezca el ocultamiento del responsable de un delito, los efectos, objetos o instrumentos del mismo o impida 

que se averigüe; 

IV. Requerido por las autoridades, no dé auxilio para la investigación de los delitos o para la persecución de los 

delincuentes; 

V. No procure, por los medios lícitos que tenga a su alcance y sin riesgo para su persona, impedir la consumación de los 

delitos que sabe van a cometerse o se están cometiendo, salvo que tenga obligación de afrontar el riesgo, en cuyo caso 

se estará a lo previsto en este artículo o en otras normas aplicables; 

VI. Altere, modifique o perturbe ilícitamente el lugar, huellas o vestigios del hecho delictivo, y 

VII. Desvíe u obstaculice la investigación del hecho delictivo de que se trate o favorezca que el inculpado se sustraiga a la 

acción de la justicia. 

No se aplicará la pena prevista en este artículo en los casos de las fracciones III, en lo referente al ocultamiento del 

infractor, y IV, cuando se trate de: 

a) Los ascendientes y descendientes consanguíneos o afines; 

b) El cónyuge, la concubina, el concubinario y parientes colaterales por consanguinidad hasta el cuarto grado, y por 

afinidad hasta el segundo; y 

c) Los que estén ligados con el delincuente por amor, respeto, gratitud o estrecha amistad derivados de motivos 

nobles. 

El juez, teniendo en cuenta la naturaleza de la acción, las circunstancias personales del acusado y las demás que señala 

el artículo 52, podrá imponer en los casos de encubrimiento a que se refieren las fracciones I, párrafo primero y II a IV de 

este artículo, en lugar de las sanciones señaladas, hasta las dos terceras partes de las que correspondería al autor del 

delito; debiendo hacer constar en la sentencia las razones en que se funda para aplicar la sanción que autoriza este 

párrafo. 

Art. 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita 

persona realice cualquiera de las siguientes conductas: 

I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, 

invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, 

derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de 

una actividad ilícita, o 

II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o 

titularidad de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de que proceden o representan el producto de una 

actividad ilícita. 

Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de 

cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o indirectamente, o representan 

las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen servicios de instituciones que integran el sistema 

financiero, para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, encuentre elementos 



que permitan presumir la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá ejercer respecto de los 

mismos las facultades de comprobación que le confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan 

constituir dichos ilícitos. 

INFORMACIÓN ADICIONAL 

Datos de la Unidad Especializada de Atención de Usuarios (UNE). 

MAPFRE pone a su disposición la Unidad de Atención Especializada (UNE), donde le atenderán de lunes a jueves de 8:00 
horas a 17:00 horas y viernes de 8:00 horas a 14:00 horas, con número de teléfono 5230 7090 o (800) 717 1819 y domicilio 
en Avenida Revolución 507, Colonia San Pedro de los Pinos, delegación Benito Juárez, Ciudad de México, Código Postal 

03800, con correo electrónico UNE@mapfre.com.mx. 

Datos de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
(CONDUSEF). 
Se pone a su disposición en su domicilio ubicado en Avenida Insurgentes Sur #762, Colonia del Valle, Ciudad de México, 
Código Postal 03100, con número de teléfono (55) 5340 0999 y (800) 999 80 80, correo electrónico 

asesoria@condusef.gob.mx,página de internet http://www.condusef.gob.mx/, o en cualquiera de sus 

delegaciones estatales. 

Aviso de privacidad 

MAPFRE México, S.A., hace de su conocimiento que los datos personales recabados, se tratarán para todos los fines 

vinculados con la relación jurídica celebrada. Consulte el aviso íntegro en: www.mapfre.com.mx. 

REGISTRO 

En cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 202 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 

Fianzas, la documentación contractual y la nota técnica que integran este producto de seguro, 

quedaron registradas ante la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, a partir del día , 
21 de Julio del 2026 con el número BADI-S0041-0037-2025.
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